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PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY


Artículo 1.- Agréguese, al texto actual del artículo 27 de la Ley 11653, el párrafo:

 “Si la demanda fuese interpuesta en representación de un menor  de edad, sin perjuicio de la intervención necesaria del Ministerio Público Pupilar, el juez remitirá sin demora copia de los actuados al fiscal penal en turno”; quedando redactado el texto final de dicho artículo de la siguiente manera:

“ARTICULO 27.- Si la demanda tuviese algún defecto u omisión, se deberá ordenar sean salvados dentro del tercer día y con la prevención de que, en caso de incumplimiento, se dispondrá su archivo.

Asimismo, si de la demanda no resultase claramente la competencia del Tribunal, se pedirá al actor las aclaraciones necesarias, con igual plazo y apercibimiento.

Cuando la acción se promueva o continúe por los causahabientes, se adjuntarán los certificados que acrediten la defunción y el parentesco invocado y si fuere además necesario testimonio de la declaratoria de herederos. En tal caso, de no agregarse, podrá disponerse que se acompañe dicho instrumento.

Si la demanda fuese interpuesta en representación de un menor  de edad, sin perjuicio de la intervención necesaria del Ministerio Público Pupilar, el juez remitirá sin demora copia de los actuados al fiscal penal en turno.” 

Artículo 2.- Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Fundamentos
SEÑOR PRESIDENTE:

Este proyecto se encuadra dentro de la reciente modificación del Código Penal de la Nación, a través de la sanción de la Ley N° 26.847, que estipula la incorporación del artículo 148 bis reprimiendo con pena de 1 a 4 años de prisión al “que aprovechare económicamente el trabajo de un niño o niña en violación de las normas nacionales que prohíben el trabajo infantil, siempre que el hecho no importare un delito más grave”. Frente a un avance de esta envergadura, el presente proyecto de reforma del artículo 27 de la Ley 11653 estipula la obligación de los jueces penales a remitir copia sin demora de cualquier demanda relacionada con menores a un fiscal penal. Entendemos que esta opción es la que sigue el criterio más amplio; es decir, abarca toda demanda vinculada con menores y obliga a que se investigue irrestrictamente. La otra opción posible, que aquí no se adopta en vistas de su carácter restringido, sería obligar a los jueces a remitir copia únicamente cuando haya sospecha de que se está incurriendo en los delitos tipificados en la modificación que acaba de hacer el PE nacional en el Código Penal respecto de trabajo infantil.

Este compromiso de la República Argentina comenzó con la ratificación, mediante la Ley N° 24.650, del Convenio Nº 138/73 de la OIT sobre Edad Mínima de Admisión al Empleo, que asegura la abolición efectiva del trabajo de los niños y niñas y eleva progresivamente la edad mínima de admisión al empleo. En ese momento, se estableció la edad de 14 años como mínimo -haciendo uso de la opción que proporciona el mismo convenio-, entendiendo que su economía y medios de educación estaban insuficientemente desarrollados. A partir de allí, se han ido superando estas circunstancias, por lo que la suba de la edad mínima de acceso al empleo comenzó a emerger como una asignatura pendiente. Otro paso importante fue el que se dio a partir de la sanción de la Ley Nacional 26.061, de protección integral de los derechos de las niñas y niños adolescentes, que rige en todo el país, y que adopta la Convención Internacional de los Derechos del Niño.

En la misma dirección surgió, en 2008, la Ley N° 26.390 sobre Prohibición del Trabajo Infantil y Protección del Trabajo Adolescente, que constituyó un salto cualitativo en materia de protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes al ratificar la posición asumida por la República Argentina acerca de la prohibición del trabajo infantil, fijando el límite en 16 años para el trabajo en general, y en 18 para el trabajo insalubre o trabajo nocturno. Luego, la Ley 26.727, sancionada en 2011, sobre el Régimen de Trabajo Agrario creó las llamadas Escuelas de Cosecha, que generó a los empleadores del denominado personal “golondrina” o personal que se dedica a la cosecha la obligación de contar con establecimientos educacionales para contener a los niños, cuyos padres se ven obligados a viajar siguiendo los ciclos de cosecha. 

Además de las leyes nacionales, a lo largo de la última década se llevaron a cabo distintas iniciativas en marco de la lucha contra el trabajo infantil: En el año 2004, el Presidente

Néstor Kirchner dio instrucciones de agregar a la Encuesta Permanente de Hogares, que realiza todos los años el INDEC, un rubro especial referido a las actividades de niñas, niños y adolescentes (en el que se considera trabajo infantil al que se realiza a partir de una hora semanal). A partir de allí, comenzaron a medirse dos franjas etarias: de 5 a 13 años y de 14 a 17 años. Así, se pudo establecer que en el año 2004, el índice de trabajo infantil, de 5 a 13 años, era de 6,5 mientras que para 2013, el mismo módulo de la EPH indica que bajó a 2,2; y en la franja etaria de 14 a 17 años, del 20,1 en 2004 se bajó a 12,12 en 2013. 

También en el transcurso de estos años, se implementaron e intensificaron las tareas de seguimiento y control del Ministerio de Trabajo. Además es necesario señalar la puesta en relieve de esta problemática como un asunto regional a partir de la Declaración Presidencial de Prevención y Limitación del Trabajo Infantil en el MERCOSUR, firmada por todos los presidentes la integran. Pero la medida fundamental en términos de disminución del índice de trabajo infantil fue la implantación de la Asignación Universal por Hijo, que generó un crecimiento importante de la matrícula en la primaria y secundaria y también aumentó considerablemente la retención de matrícula. 

Por otro lado, se logró un acuerdo con grupo de aproximadamente cien empresas líderes, que asumieron no solamente el compromiso de no incorporar laboralmente a niños y niñas, sino también de trabajar fuertemente para que en toda la cadena de valor de sus proveedores no se contrate trabajo infantil. Además, el Estado Nacional, en su firme responsabilidad de erradicación del trabajo realizado por niños, niñas y adolescentes, participa  como querellante en varias causas que investigan distintas modalidades de trabajo esclavo en talleres textiles de grandes empresas, ya que el trabajo infantil, como señaló oportunamente la Presidenta, no es más que otra forma –una de las más crueles- del trabajo esclavo. 

En cuanto a la Provincia de Buenos Aires, se creó en 2000 la Comisión Provincial para la Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil (COPRETI) como un espacio de articulación o coordinación de las políticas de estado tendiente a garantizar la promoción, restitución y protección de los derechos vulnerados de los niños, niñas y adolescentes con el fin de prevenir y erradicar el trabajo infantil. Toda su actividad se sustenta en el marco de la Convención de los Derechos del Niño que tiene jerarquía constitucional, y en en la nueva Ley Provincial de Promoción y Protección Integral de los Derechos de los Niños N° 13.298, del año 2005. 

Es decir que el proyecto de modificación que aquí se propone viene a sumar un esfuerzo más en el avance hacia la erradicación efectiva del trabajo infantil, penado no sólo por la legislación nacional sino también por los pactos internacionales a los que la Argentina suscribe y que tienen, desde la reforma constitucional de 1994, rango constitucional. 

La importancia de la citada Ley Nacional 26.847, recientemente sancionada, está dada no sólo por el hecho de que las penas de prisión llegan a superar los montos excarcelables, volviendo más dificultosa la realización del delito de explotación infantil, sino también porque pone el foco en todos quienes se aprovechan económicamente de esa explotación, excluyendo
a los padres, que en la gran mayoría de los casos son también víctimas de estas prácticas y las sufren. De esa manera se reconocen las verdaderas causas y causantes del problema, evitando la criminalización de la pobreza a la que hasta hoy se veían expuestas muchas familias vulnerables.

Por todo lo expuesto, solicito a mis pares legisladores la aprobación del presente proyecto de ley. 
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